HONORABLE PLENO DE LA CONFERENCIA NACIONAL DE GOBERNADORES

En la TRIGÉSIMO SÉPTIMA REUNIÓN ORDINARIA DE LA CONFERENCIA NACIONAL DE GOBERNADORES, celebrada en diciembre de 2009 en Victoria de Durango, aprobamos un Punto de Acuerdo para apoyar la realización de una nueva convención nacional fiscal a que convocaría el Congreso de la Unión.

Por diversas circunstancias no ha sido posible que el Congreso formalice esta convocatoria, aún y cuando no han sido pocos los llamados de los organismos empresariales para que se realicen las reformas estructurales que el país necesita, incluida la reforma fiscal, aunque su visión sobre la misma se circunscribe prácticamente al IVA, al ISR y al IETU.

Por otro lado, parece casi un hecho que la Secretaría de Hacienda, al presentar la Iniciativa de Ley de Ingresos para 2011, incluya una iniciativa de reformas fiscales. De ser así, esto nos abre la posibilidad de impulsar algunas de las propuestas y planteamientos federalistas que no fueron atendidas en la Primera Convención Nacional Hacendaria, ni en la reforma fiscal de 2007.

Nos motiva de manera particular el hecho de que al interior de la propia Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, estén surgiendo comentarios y propuestas que favorecen la posibilidad de que el análisis de dicha iniciativa de reformas fiscales incorpore el tema del federalismo, específicamente para definir potestades tributarias que podrían ser asumidas por las entidades federativas; ello sin tener que convocar a una nueva convención nacional fiscal.

Desde luego no estamos en contra de que se revise la estructura del sistema tributario federal, de las tasas impositivas y la ampliación de la base gravable, pues estamos conscientes de las debilidades de las finanzas públicas del país en su conjunto, que en gran medida han sido propiciadas por su alta dependencia de los ingresos petroleros.

A los Gobernadores de las entidades federativas del país nos interesa que México sea competitivo y que se fortalezca la economía nacional y las finanzas públicas mediante reformas fiscales viables y realistas, así como la inclusión de DECISIONES FEDERALISTAS en la discusión y aprobación de iniciativas de reformas fiscales.

Para las entidades federativas la vía para el fortalecimiento del sistema federal mexicano que establece nuestra Carta fundamental, está, en gran medida, en su autonomía financiera, que es capacidad de decisión para impulsar su propio desarrollo y, por consecuencia, el desarrollo regional y nacional y no en aumentar su dependencia de las transferencia federales.

Las entidades federativas entienden que su casi absoluta dependencia de las transferencias federales expresa, en el terreno de los hechos, la inexistencia del sistema federal mexicano, al minimizar su capacidad, iniciativas y potencialidades, ocasionando ausencia de autonomía para decidir el destino del gasto, bajos niveles de inversión, pérdida de capacidad de respuesta y políticas fiscales dependientes. 

Y sin duda uno de los aspectos centrales para transitar hacia un federalismo hacendario más racional, equitativo y congruente con el Pacto Federal, es el otorgamiento de potestades tributarias para las entidades federativas.

Este ha sido un tema permanente en las agendas de la CONAGO y de los secretarios de finanzas de las entidades federativas, desde la Primera Convención Nacional Hacendaria celebrada en el 2004.

Nos queda claro que si bien la crisis de la finanzas públicas de los tres ámbitos de gobierno, aún no superada, fue propiciada por el impacto del fenómeno recesivo mundial en la economía mexicana; sin embargo, también nos parece suficientemente claro que sus terribles efectos en la economía y las finanzas de nuestro país no sólo se deben a causas exógenas; son también resultado de las debilidades estructurales del sistema tributario nacional y de la obsolescencia del pacto fiscal entre la federación y las entidades federativas, ocasionando un mayor daño a las finanzas públicas locales.

Por supuesto que debemos reconocer deficiencias en las administraciones públicas de las entidades federativas y de los municipios; tenemos que fortalecer los procesos de recaudación y presupuestación e imponerle mayor calidad y transparencia a la asignación y uso de los recursos públicos.

Pero también debe revisarse el actual esquema de coordinación fiscal, que hace depender casi de manera absoluta de las transferencias federales a las entidades federativas. De acuerdo a información contenida en las cuentas públicas de las entidades federativas 2008, su dependencia de las transferencias federales es de 94.78 por ciento, como promedio nacional.

Por ello, los secretarios de finanzas, ante el llamado que hizo en meses pasados el Congreso de la Unión para convocar a una nueva convención nacional fiscal, retomaron el análisis de algunos de los temas, propuestas y planteamientos de mayor significado e interés para las entidades federativas, elaborando un documento que en días pasados entregaron a la Comisión de Hacienda de la CONAGO; el cual, si este Pleno de Gobernadores así lo acuerda, sería presentado al Congreso de la Unión para que se incluya en el proceso de discusión y aprobación de las reformas fiscales que se discutan junto con la Iniciativa de Ley de Ingresos para el 2011.
ME REFERIRÉ SÓLO A ALGUNOS PLANTEAMIENTOS QUE CONSIDERO DE MAYOR SIGNIFICADO PARA LAS ENTIDADES FEDERATIVAS,  ANEXANDO EL DOCUMENTO RECIBIDO. 

ACREDITAMIENTO DE LOS IMPUESTOS CEDULARES
A partir de 2005 las entidades federativas tienen la facultad de establecer impuestos cedulares a los ingresos de las personas físicas por honorarios; por actividades empresariales; por enajenación y arrendamiento de inmuebles, así como por salarios. 

Hasta hoy no ha sido posible que la casi absoluta mayoría de las entidades asuman esta potestad tributaria, debido principalmente a que los impuestos cedulares se significan en una  carga tributaria adicional al Impuesto sobre la Renta.

Para eliminar este efecto fiscal, así como la resistencia de los Congresos locales para establecerlos, la CONAGO ha venido plateando en repetidas ocasiones que los impuestos cedulares sean acreditables en el pago del ISR, en lugar de su deducibilidad actual, que no permite eliminar la carga fiscal adicional para los contribuyentes.

La implementación de impuestos cedulares en todos los estados, propiciaría la ampliación de la base de contribuyentes del ISR, ya que el padrón estatal de contribuyentes de los impuestos cedulares produciría de manera directa e inmediata la ampliación del registro de contribuyentes del ISR, fortaleciendo la recaudación y la fiscalización de ambos tributos.

Esto permitiría a la federación resarcir la disminución derivada del acreditamiento de los impuestos cedulares en el pago del ISR, pues al menos por cada peso de recaudación local adicional derivada de los impuestos cedulares, se podrían obtener 2.6 pesos de recaudación federal. 

El objetivo de esta propuesta consiste, pues, en crear un incentivo recaudatorio para los estados, que a su vez propicie un incremento en la recaudación de ambos impuestos.

QUE SE REVISEN LOS GASTOS FISCALES PARA FORTALECER LAS FINANZAS DE LOS TRES ÁMBITOS DE GOBIERNO

Desde luego no estamos en contra de que se revisen los regímenes especiales, tasas diferenciadas y demás tratamientos especiales que ya no respondan a los objetivos de política fiscal que les dieron origen; a lo que si nos opondríamos es a que no se otorguen nuevas potestades tributarias a las entidades federativas, como podría ser un impuesto a las ventas finales de bienes y servicios, si como resultado de este análisis se decide eliminar gastos fiscales para incrementar la recaudación federal.

Los gastos fiscales representan 3.9 del PIB, casi el 40% de los ingresos tributarios federales, significando alrededor de 500 mil millones de pesos; producen iniquidad en el sistema tributario nacional; ocasionan mayor dependencia de los ingresos petroleros y hacen insuficientes a las transferencias federales.
En la Primera Convención Nacional Hacendaria se observó que las entidades federativas no tienen impuestos propios de base amplia y significativo potencial recaudatorio, y que ello ha propiciado su dependencia casi absoluta de las transferencias federales.

Desde entonces las entidades han insistido de manera permanente, en que se  les permita establecer un impuesto a las ventas finales de bienes y servicios, mediante una reducción a las tasas del IVA; la respuesta de rechazo a este planteamiento por parte del gobierno federal, se ha sustentado en la debilidad de los ingresos tributarios federales.
Por ello, si se toma la decisión de revisar y eliminar gastos fiscales que ya no se justifican, generando un incremento en la recaudación federal que haga posible el otorgamiento de una potestad tributaria local a las ventas finales de bienes y servicios, los Gobernadores de las entidades federativas habremos de exigir que la iniciativa de reforma fiscal correspondiente, incluya el otorgamiento de esta potestad tributaria local.
EL SOCORRO DE LEY
Hemos sido también muy insistentes ante el gobierno federal, en que reconozca la insuficiencia de su aportación para el sostenimiento de los reos federales en los centros de readaptación social.

El crecimiento de la población de reos federales ocasionado por el agravamiento del fenómeno delictivo durante los últimos años, ha obligado a las entidades a destinar recursos presupuestales adicionales para atender tanto la manutención de los reos federales, como para fortalecer las medidas de seguridad en los CERESOS, incluyendo la vigilancia y los costos directos e indirectos que ello implica.

Hoy en día esta situación resulta ya insostenible para la mayoría de las entidades federativas; es por ello que pedimos de la Federación mayor sensibilidad hacia esta problemática, así como decisiones inmediatas.

Por si fuera poco, en días pasados la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió una controversia constitucional, determinando que la responsabilidad de la organización, supervisión, sostenimiento, administración y financiamiento de los centros penitenciarios corresponde única y exclusivamente a los gobiernos de las entidades federativas.

Esto significa que los gobiernos estatales tendrán que asumir la totalidad de los costos de la administración de los CERESOS, que un buen número de municipios han tenido bajo su responsabilidad.

A menos que el Gobierno Federal se haga cargo de los reos federales en centros penitenciarios bajo su responsabilidad, o bien, que proporcione a las entidades federativas los recursos presupuestarios necesarios para que lo hagan, este problema hará crisis en los próximos meses.

Para evitar que ello suceda, hacemos un llamado urgente al Gobierno Federal para revisar conjuntamente esta difícil situación, a fin de que el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 2011 establezca las previsiones suficientes y adecuadas de manera que permita a las entidades federativas continuar haciéndose cargo de la manutención de los reos federales y de todos los costos que ello implica. 

RESARCIMIENTO DEL GASTO ESTATAL EN EDUCACIÓN BÁSICA
Alrededor de catorce entidades federativas destinan recursos propios para el sostenimiento del subsistema estatal de educación básica, por arriba de la media nacional en relación a las participaciones netas que reciben del Fondo General de Participaciones.

El esfuerzo que realizan estas entidades, propicia que su déficit presupuestal sea cada vez más difícil de financiar y que las participaciones, que son su principal fuente de ingresos, se comprometan a sufragar el gasto en educación básica, estrechando dramáticamente su ya de por si exiguo margen para invertir en infraestructura física, así como en otras necesidades y satisfactores a la población, obligándolas a incrementar aún más su deuda pública. 

Por ello, esas entidades federativas hacen un llamado urgente a la equidad y la solidaridad para que se apoye la creación de un fondo compensatorio en el Presupuesto de Egresos de la Federación, a fin de que se les resarza el gasto que realizan por arriba de la media nacional, respecto de las participaciones netas que reciben del Fondo General de Participaciones.

Este fondo sería temporal y decreciente, considerando que la nueva Fórmula del Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal FAEB, aprobada en el 2007, incluyó un componente que de manera gradual irá disminuyendo la presión que ejerce sobre los presupuestos de esas entidades federativas el gasto de los subsistemas estatales en educación básica, a fin de lograr que en un horizonte de tiempo de alrededor de 17 años, el FEAB otorgue a todas las entidades federativas “una proporción igual a la fracción de su matrícula en relación a la nacional, para que el gasto federal por alumno converja  a un mismo nivel y los esfuerzos locales en educación se vean reflejados de manera equitativa”; así se expresó el Ejecutivo Federal en la Iniciativa de reformas del 2007.

QUE EL PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN PREVEA LOS SUBSIDIOS U OTROS MECANISMOS DE COMPENSACIÓN PARA LAS ENTIDADES PARAESTATALES DE CONTROL PRESUPUESTARIO DIRECTO, EN CASO DE DISMINUCIÓN DE SUS INGRESOS  ANUALES ESTIMADOS.
El hecho de que las entidades paraestatales de control presupuestario directo, como los son PEMEX, ISSSTE, IMSS Y Comisión Federal de Electricidad, compensen sus menores ingresos anuales contra los ingresos excedentes de la Ley de Ingresos de la Federación, afecta a las entidades federativas.

Nos parece incongruente e injusto este tratamiento financiero, ya que si dichas entidades paraestatales obtienen ingresos superiores a los programados, ello en nada beneficia a las entidades federativas.

CONFORME LO ANTERIOR, PROPONGO A ESTE HONORABLE PLENO DE GOBERNADORES, EL SIGUIENTE:

PUNTO DE ACUERDO:

UNICO.- QUE ESTA PRESENTACIÓN, ASÍ COMO EL DOCUMENTO QUE CONTIENE LAS PROPUESTAS DE LOS SECRETARIOS DE FINANZAS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, SE PRESENTE POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE GOBERNADORES A LA PRESIDENCIA DE LA H. CAMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN  Y A LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE PRESUPUESTO Y CUENTA PÚBLICA DE LA PROPIA CÁMARA DE DIPUTADOS, ASÍ COMO A LA PRESIDENCIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, A MÁS TARDAR EL 30 DE JUNIO DE 2010.

ASIMISMO, QUE LA COMISIÓN DE HACIENDA DE GOBERNADORES, CONJUNTAMENTE CON LOS SECRETARIOS DE FINANZAS, CONSTRUYAN LOS CONSENSOS NECESARIOS EN EL CONGRESO DE LA UNIÓN PARA QUE SE ANALICE Y DEFINA LA VIABILIDAD DE LOS PLANTEAMIENTOS FORMULADOS Y SE TRADUZCAN EN INICIATIVAS DE REFORMAS LEGISLATIVAS CONCRETAS Y ESPECÍFICAS.

Gracias

LIC. JOSÉ REYES BAEZA TERRAZAS
GOBERNADOR DEL ESTADO DE CHIHUAHUA Y COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA CONAGO.

